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En el Informe Jurídico se analiza un proceso civil de Desalojo, en vía de proceso 
Sumarísimo. La demanda fue presentada por Rosa Elvira Sotelo La Serna en 
representación de Norma Luisa de Las Casas Cotrina, Rosa María de Las Casas 
Cotrina, Flor de María de Las Casas Cotrina, Carmen Luisa La Serna de Las 
Casas de Sotelo, María Serna de Las Casas, Humberto Alejandro La Serna de 
Las Casas, María del Carmen Zela de Las Casas, contra Alan Elías Cornejo, a 
fin que el demandado restituya la bien inmueble ubicado en el Pasaje San Luis 
N° 148-152, departamento 6, Distrito de Lince, Provincia y Departamento de 
Lima, inscrita en la partida electrónica N° 46399854 del Registro de Propiedad 
Inmueble de la Zona Registral Nº IX, sede Lima; ello en razón que son 
copropietarios del bien materia de litis al haber adquirido el bien por sucesión de 
herencia de su anterior propietario Enrique De las Casas Arriz, y que el 
demandado viene ocupando el bien sin título que justifique su posesión. La 
demanda es admitida por el Cuadragésimo Séptimo Juzgado Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, y se corre traslado de la misma al demandado para 
que conteste la demanda. Mediante Resolución la judicatura declaró en estado 
de Rebeldía al demandado e incorporó como litisconsortes necesarios del 
demandado a Lizardo Alfredo Elías Hernández y Diana Bustamante Montoro, por 
verificar que los litisconsortes se encuentran en posesión del bien inmueble 
materia de litis. Así mismo, los litisconsortes contestan la demanda bajo el 
argumento que su posesión es legitima en merito al contrato de arrendamiento 
suscrito con Enrique De las Casas Colán y la renovación del contrato de 
arrendamiento con Miguel Ángel De las Casas Arburua. La demandante indicó 
que dicho contrato de arrendamiento no fue suscrito por los demás 
copropietarios del bien inmueble materia de litis y que, Enrique de las Casas 
Colán no tiene poder de representación de los sucesores para suscribir contrato 
de arrendamiento respecto al bien.  El expediente analizado contiene materias 
jurídicas relevantes, tales como: Desalojo por ocupante precario, Copropiedad 
de herederos, Contrato de Arrendamiento, Copropiedad, Litisconsortes 
Necesarios, Rebeldía, Sucesión Intestada y Notificaciones. El Cuadragésimo 
Séptimo Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró Fundada 
la demanda de desalojo por ocupante precario y ordenó al demandado y los 
litisconsortes la restitución del bien inmueble materia de litis y el pago de los 
costos y costas del proceso, bajo el fundamento que, el demandado posee el 
bien sin título que justifique la posesión, en el sentido que dicho contrato de 
arrendamiento no fue suscrito por los demás copropietarios y que tampoco ha 
sido ratificado por demás sucesores, por tanto, dicho contrato no fue celebrado 
por una unanimidad de los sucesores de acuerdo al artículo 971 y el Artículo 
1669 del Código Civil. La Cuarta Sala Especializada de la Corte Superior de 
Justicia de Lima resolvió revocar la sentencia del Ad quo y reformándolo declaró 
Infundada la demanda de desalojo por ocupante precario. 



ÍNDICE 

 
I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO……………………………………………….. 2 
  
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS    

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE……………………………………….……………. 11 
 

A. SI CORRESPONDE AMPARAR LA DEMANDA DE DESALOJO POR 
OCUPACIÓN PRECARIO EN MÉRITO AL CUMPLIMIENTO DE LAS 
CONDICIONES DE DESALOJO POR OCUPACIÓN 
PRECARIA……………………………………………………………………….… 11 

B. SI EL PROCESO DE DESALOJO FUE LLEVADO A CABO 
REGULARMENTE……………………………………………………………...…. 21 
 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 
PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS…………………………………..…. 24 

 
A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS……………………………………………………………….…. 24 
B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS………………………………………………………………………….. 26 
 

IV. CONCLUSIONES…………………………………………………………………...... 28 
 
V. BIBLIOGRAFÍA…………………………………………………………...……..……. 29 
 
VI. ANEXOS…………………………………………………………………….....…..….. 30 



I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

DEMANDA 

Con fecha 18 de marzo de 2010, Rosa Elvira Sotelo de La Serna, en 

representación de Norma Luisa de Las Casas Cotrina, Rosa María de Las 

Casas Cotrina, Flor de María de Las Casas Cotrina, Carmen Luisa La Serna 

de Las Casas de Sotelo, María E. Serna de Las Casas, Humberto Alejandro 

La Serna de Las Casas, María del Carmen Zela de Las Casas (en adelante, 

los “demandantes”), presentó demanda de desalojo por ocupación precaria, 

subsanado mediante escrito 27 de mayo de 2010, contra Alan Elías Cornejo 

(en adelante, el “demandado”) sobre el inmueble ubicado Pasaje San Luis 

N° 148-152, distrito de Lince, provincia y departamento de Lima, inscrita en 

la partida electrónica N° 46399854, del Registro de Propiedad Inmueble de 

la Zona Registral Nº IX, sede Lima (en adelante, el “bien inmueble”); 

asimismo, se ordene el pago por concepto de costas y costos del proceso, 

ante el Juzgado Especializado de Lima. 

      Petitorio 

Los demandantes interponen la presente demanda contra el 

demandado, y contra todo aquel que ocupe el bien inmueble materia 

de litis, con el objetivo que el Juzgado ordene la restitución del bien 

inmueble materia de litis a quien corresponde por derecho y exige 

que se ordene al demandado el pago por concepto de costos y costas 

que deriven del presente proceso. 

Fundamentos de hecho 

Los demandantes sustentan fácticamente su pretensión mediante los 

siguientes argumentos: 

 

• Que, el propietario del bien inmueble materia de litis era del señor; sin 

embargo, debido a su fallecimiento los demandantes adquirieron los 

derechos que le corresponde al señor Enrique de Las Casas Colán. 



• Que, el representante de los demandantes comunicó, vía carta 

notarial, al demandado que únicamente el representante podría 

realizar contratos de arrendamiento sobre el bien inmueble materia de 

litis. 

• Que, el representante de los demandantes otorgó un plazo de cinco 

días, mediante la referida carta notarial, al demandado para que se 

ponga a derecho. 

• Que, debido a que el demandado no se puso a derecho, se procedió 

a invitar a conciliar extrajudicialmente al demandado; no obstante, el 

demandado no asistió al centro de conciliación, continuando el 

demandado encontrándose contra el ordenamiento jurídico, pues no 

manifestó su posición al respecto en el Acta de Conciliación. 

Fundamentos jurídicos 

Los demandantes fundamentan jurídicamente los hechos expuesto mediante 

los siguientes dispositivos normativos: 

• Arts. 979° del Código Civil. 

• Arts. 585°, 586°, 587° y 593° del Código Procesal Civil. 

Medios probatorios 

Los demandantes sustentan los argumentos expuestos mediante los 

siguientes medios probatorios: 

• Copia Literal del bien inmueble materia de litis. 

• Copia Literal de la Partida Electrónica N° 46399854. 

• Copia Simple de la Hoja de Predio Urbano expedida por la 

Municipalidad Distrital de Lince. 

• Copia Simple de la Hoja Resumen expedida por la Municipalidad 

Distrital de Lince. 

• Copia del acta de fecha 05 de febrero de 2009. 

• Copia Literal del poder de representación. 

• Copia de la carta notarial en mención. 

• Acto de Conciliación en mención. 

• Declaración de parte del demandado. 



ADMISIÓN DE LA DEMANDA 

Mediante Resolución N° 02 de fecha 24 de junio de 2010, el Cuadragésimo 

Sétimo Juzgado Civil de Lima resolvió admitiendo a trámite la demanda de 

desalojo por ocupación precaria y corrió traslado al demandado por un plazo 

de cinco días para su contestación, bajo apercibimiento de declarar su 

rebeldía. 

INCORPORACIÓN DE LITISCONSORTE NECESARIO 

Mediante Resolución N° 05 de fecha 12 de octubre de 2010, el 

Cuadragésimo Sétimo Juzgado Civil de Lima incorporó como litisconsortes 

necesarios del demandado a Lizardo Alfredo Elías Hernández y Diana 

Bustamante Montoro, por verificar que los litisconsortes se encuentran en 

posesión del bien inmueble materia de litis, en mérito al escrito de fecha 05 

de agosto de 2010 presentado por los litisconsortes. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Fundamentos de hecho 

Los litisconsortes sustentan fácticamente su contestación a la demanda 

mediante los siguientes argumentos: 

• Que, los litisconsortes mantienen la posesión del bien inmueble 

materia de litis en mérito al contrato de arrendamiento suscrito con el 

señor Enrique de Las Casas Arriz, quien es causante de los 

demandantes; asimismo, el concepto de renta se viene pagando a 

favor de uno de los sucesores del causante, esto es, el señor Miguel 

Ángel de las Casas Arburúa, debido a que contaba con poderes para 

ello. 

• Que, los litisconsortes pagan la renta mensualmente desde el año 

2007 hasta la actualidad a favor del señor Miguel Ángel de las Casas 

Arburúa, para ello adjuntan los recibos de pago y contratos de 

arrendamiento. 

 



• Que, no se configuran los elementos suficientes para que proceda el 

desalojo contra los litisconsortes, pues, los litisconsortes vienen 

ejerciendo la posesión sobre el bien inmueble materia de litis 

legítimamente. 

Fundamentos jurídicos 

Los litisconsortes fundamentan jurídicamente los hechos expuesto mediante 

los siguientes dispositivos normativos: 

• Arts. 896°, 905° y 911° del Código Civil. 

Medios probatorios 

Los litisconsortes sustentan los argumentos expuestos mediante los 

siguientes medios probatorios: 

• Mérito de la copia del contrato de arrendamiento. 

• Mérito de la copia de inscripción de la sucesión intestada del 

causante. 

• Mérito de la copia de inscripción del poder otorgado a favor de Miguel 

Ángel de Las Casas Arburúa. 

• Mérito de recibos de pago de la renta. 

• Mérito del contrato de arrendamiento realizado por los litisconsortes 

con el señor Miguel Ángel de Las Casas Arburúa. 

ADMISIÓN DE CONTESTACIÓN DE LITISCONSORTES Y REBELDÍA 

Mediante Resolución N° 07 de fecha 22 de marzo de 2011, el Juzgado tuvo 

por apersonado a los litisconsortes del demandado y por contestada la 

demanda por estos mismos. Ahora bien, mediante Resolución N° 09 de 

fecha 17 de junio de 2011, el Juzgado declaró en estado de rebeldía al 

demandado y fijó fecha para la audiencia. 

AUDIENCIA ÚNICA 

El Cuadragésimo Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, con 

fecha 10 de agosto de 2011, teniendo por concurrido a los demandantes y 

sin la concurrencia del demandado, pero con la presencia de los 



litisconsortes del demandado, lleva a cabo la Audiencia Única, teniendo 

como resultado lo siguiente: 

Saneamiento Procesal 

Mediante Resolución N° 12, el Cuadragésimo Segundo Juzgado 

Especializado en lo Civil de Lima, con fecha 10 de agosto de 2011, resuelve 

declarar la existencia de una relación jurídica procesal válida entre el 

demandante y el demandado y, en consecuencia, declara saneado el 

proceso. 

Fijación de Puntos Controvertidos 

El Juzgado ha señalado como punto controvertido, para resolver la presente 

causa, el siguiente: 

Determinar si procede el desalojo del demandado por ocupante precario 

del inmueble materia de litis. 

Admisión, medio probatorio de oficio y Actuación de medios 

probatorios 

El Juzgado ha resuelto admitir todos los medios probatorios de los 

demandantes en su escrito de demanda y en su escrito de subsanación de 

la demanda, salvo el Acta de Conciliación adjunto; no admite algún medio 

probatorio de la demandada debido a que ha sido declarada rebelde; y, 

admite los medios probatorios adjuntos por los litisconsortes, salvo la 

sucesión intestada, las copias simples de recibos de pago de renta y la 

renovación del contrato de arrendamiento. No obstante, de oficio, el Juzgado 

requirió a los litisconsortes adjuntes los medios probatorios no admitidos en 

la presente audiencia. Asimismo, el Juzgado tuvo por actuadas las pruebas 

documentales y la declaración de parte en ausencia del demandado. 

Mediante Resolución N° 16 de fecha 09 de enero de 2012, el Juzgado 

admitió, de oficio, como medio probatorio el asiento C00009 de la Partida 

Electrónica del bien inmueble materia de litis. 

 

 



Sentencia de Primera Instancia 

Mediante Resolución N° 18 de fecha 21 de junio de 2012, el Cuadragésimo 

Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, emitió la sentencia 

declarando fundada la demanda de interpuesta por los demandantes contra 

el demandado y participación de los litisconsortes necesarios del 

demandado sobre desalojo por ocupación precaria; en consecuencia, 

ordenó al demandado y a los litisconsortes restituyan el bien inmueble 

materia de litis a favor de los demandantes, con costas y costos del proceso. 

Los fundamentos del Juzgado fueron los siguientes:  

• Que, en el presente proceso los demandantes exigen la restitución 

del bien materia de litis al demandado; al respecto, el demandado no 

contesta la demanda; sin embargo, quienes habitan en el inmueble, 

en calidad de litisconsorte necesarios del demandado, manifiestan no 

encontrarse en posesión precaria y pretenden justificar su posesión a 

través dela Renovación del Contrato de Arrendamiento celebrado con 

Enrique de Las Casas Colán y luego con Miguel Ángel de Las Casas 

Arburúa, en representación de la sucesión del titular registral del 

inmueble. 

• Que, de la revisión de la Renovación del Contrato de Arrendamiento 

se verifica la firma de los litisconsortes y la huella dactilar de Enrique 

de Las Casas Colán; y, se verifican que los recibos de alquiler desde 

junio de 2007 hasta febrero de 2011, en algunos casos, tiene el 

nombre de Miguel Ángel de Las Casas. 

• Que, si bien hay Contrato de Arrendamiento a favor de los 

litisconsortes, en el mismo no han participado todos los sucesores de 

los primigenios titulares registrales y no han sido ratificado por los 

sucesores que no participaron, el contrato no ha sido celebrado por 

unanimidad de los sucesores que son copropietarios del inmueble en 

cuestión. 

 



• Que, los litisconsortes califican como poseedores precarios ya que no 

cuentan con título válido que justifique su posesión; así, corresponde 

amparar la demanda de desalojo. 

 

 

APELACIÓN 

Con fecha 24 de julio de 2012, los litisconsortes interpusieron recurso de 

apelación contra la Sentencia de fecha 21 de junio de 2012 que declaró 

fundada la demanda de desalojo por ocupación precaria interpuesta por los 

demandantes, los litisconsortes solicitan que la Sal Civil revoque la 

Sentencia del Juzgado y reformándola la declare infundada bajo los 

siguientes fundamentos: 

Fundamentos de hecho: 

• Que, quienes en vida fueron Enrique de Las Casas Arriz y Teresa 

Pasquel Cáceres, eran titulares registrales del bien inmueble materia 

de litis; sin embargo, a su fallecimiento, sus herederos pasaron a 

asumir la titularidad registral del inmueble en cuestión. 

• Que, uno de los herederos del causante Enrique de Las Casas Arriz 

es Enrique Augusto de Las Casas Colán, con quien los litisconsortes 

celebraron contrato de arrendamiento y al fallecimiento del 

arrendador, los litisconsortes renovaron el contrato de arrendamiento 

con sus herederos, ellos representados mediante Miguel Ángel de Las 

Casas Arburúa. 

• Que, los litisconsortes tienen derecho a poseer el inmueble en mérito 

al contrato de arrendamiento suscrito con Miguel Ángel de Las Casas 

Arburúa, para ello cumplen con pagar la renta mensual acordada. 

Ahora bien, cuando el señor Enrique Augusto de Las Casas Colán 

administraba el arrendamiento, los demás coherederos no 

manifestaron su molestia al respecto. 

• Que, de acuerdo al artículo 1669 del Código Civil, se advierte que no 

está prohibido que los copropietarios de manera mayoritaria puedan 

arrendar el inmueble materia de litis. 



 

• Que, la renovación del contrato de arrendamiento es válido debido a 

que los demás copropietarios lo han ratificado de manera expresa y 

tácita. 

Naturaleza del agravio 

La Sentencia apelada le causa agravio porque el Juzgado ha fallado a favor 

de los demandantes sin motivar la sentencia del que solo se ha limitado a 

efectuar un relato superfluo de la demanda, transgrediendo la Constitución 

Política del Perú; asimismo, al ejecutarse la sentencia de desalojo, los 

litisconsortes se verían obligados a ocupar otro inmueble de mayor valor. 

ADMISIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN 

Mediante Resolución N° 20 de fecha 20 de agosto de 2012, el Cuadragésimo 

Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima resuelve conceder el 

recurso de apelación con efecto suspensivo contra la sentencia de fecha 21 

de junio de 2012 expedida por el presente juzgado y en consecuencia ordenó 

se eleve al Superior Jerárquico. 

 

Sentencia de la Sala Revisora  

Mediante Resolución N° 26 de fecha 11 de abril de 2013, la Cuarta Sala 

Especializada de la Corte Superior de Lima resolvió:  

• Revocar la Sentencia de fecha 21 de junio de 2012 que declara 

fundada la demanda de desalojo por ocupación precaria interpuesta 

por los demandantes contra el demandado, con participación de los 

litisconsortes necesarios del demandado, y ordena que el demandado 

y los litisconsortes restituyan el bien inmueble materia de litis a favor 

de los demandantes, con costas y costos procesales. 

• En consecuencia, declararon infundada la demanda de desalojo por 

ocupación precaria. 

 

 



Los fundamentos de la Sala Civil fueron los siguientes: 

• Que, para amparar la demanda de desalojo por ocupación precaria 

debe acreditarse el derecho de propiedad de la parte demandante y 

la posesión sin título ejercida por la parte demandada; pudiendo la 

parte demandada desestimar el desalojo probando tener un título 

vigente que justifique la posesión que ejerce. 

• Que, la parte demandante ha probado fehacientemente contar con 

titularidad registral del predio materia de litis en mérito a la sucesión 

del señor Enrique de Las Casas Arríz. 

• Que, sin perjuicio de lo anterior, los litisconsortes han acreditado 

haber obtenido el derecho a poseer sobre el bien inmueble materia de 

litis en mérito al contrato de arrendamiento suscrito con el señor 

Enrique Augusto de Las Casas Colán, quien representó a la sucesión 

de Las Casas Arríz. 

• Que, al no concurrir copulativamente los elementos para que opere el 

desalojo por ocupación precaria, no corresponde amparar la demanda 

de desalojo contra los litisconsortes. 

  

 

 

  



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

• CUESTIONES MATERIALES 

 

1. SI CORRESPONDE AMPARAR LA DEMANDA DE DESALOJO POR 

OCUPACIÓN PRECARI EN MÉRITO AL CUMPLIMIENTO DE LAS 

CONDICIONES DE DESALOJO POR OCUPACIÓN PRECARIA 

 

IDENTIFICACIÓN: 

En la presente causa los demandantes han iniciado un proceso sumarísimo 

mediante la demanda de desalojo por ocupación precaria contra el 

demandado con el objetivo de que este último restituya el bien inmueble 

materia de litis a favor del demandante por corresponder a su derecho. 

 

Para ello los demandantes sostienen que el demandado ocupa 

precariamente la posesión del inmueble debido a que no cuentan con título 

para ejercer la posesión y por ello han requerido la restitución del inmueble 

vía carta notarial y conciliación extrajudicial. No obstante, al no obtener 

respuesta positiva, han recurrido a ejercer su derecho de acción y dieron 

inicio al presente proceso. 

 

El demandado no se ha apersonado ni mucho menos ha contestado la 

demanda de desalojo; no obstante, sus padres, quienes cohabitaban en el 

inmueble materia de litis, señalaron que el demandado no vive ahí y el 

Juzgado les facultó para pronunciarse al respecto y los constituyó como 

litisconsortes necesarios del demandado. 

 

En mérito a su calidad de litisconsortes necesario del demandado se 

apersonaron y contestaron la demanda de desalojo sosteniendo que ellos 

mantienen la posesión del inmueble materia de litis debido al contrato de 

arrendamiento celebrado con uno de los sucesores de los titulares 

registrales; no obstante, al fallecimiento del referido sucesor renovaron el 

contrato de arrendamiento con el sucesor en representación. 



 

Al respecto, el Juzgado declaró fundada la demanda de desalojo por 

ocupación precaria y ordenó la restitución del inmueble; no obstante, la Sala 

declaró infundada la demanda. 

 

A continuación, mostraremos los elementos jurídicos a los cuales no 

remitiremos y más adelante sustentaremos nuestra posición sobre la materia 

controvertida. 

 

ANÁLISIS: 

La presente causa ha derivado de un conflicto de intereses privados por el 

cual los demandantes exigen que se ordene el desalojo contra el 

demandado, el mismo que se desarrolla mediante un proceso sumarísimo, 

es decir, a través un proceso  de conocimiento limitado, conforme manifiesta 

el profesor Luis Alfaro Valverde (2017): 

 

La nota característica para diferenciar cuándo estamos ante un 

proceso plenario o un proceso sumario no es la rapidez, es en 

realidad la limitación de la cognición. Si ustedes advierten en 

cualquier procedimiento limitaciones a la alegación y a la 

prueba, es un proceso sumario. En efecto, la Corte Suprema ha 

dicho que es un procedimiento plenario rápido (subrayado y 

resaltado agregados). 

 

Para iniciar un proceso sumarísimo, quien pretende hacerlo debe encontrar 

la causa inmersa en alguno de los escenarios establecidos en el artículo 546 

del Código Procesal Civil, pues, no todos los conflictos pueden tramitarse en 

una vía sumarísima, así el precitado artículo expone lo siguiente: 

 

“Artículo 546.- 

Se tramitan en proceso sumarísimo los siguientes asuntos 

contenciosos: 

1. Alimentos; 

2. separación convencional y divorcio ulterior; 



3. interdicción; 

4. desalojo; 

5. interdictos; 

6. los que no tienen una vía procedimental propia, son 

inapreciables en dinero o hay duda sobre su monto o, porque 

debido a la urgencia de tutela jurisdiccional, el Juez considere 

atendible su empleo; 

7. aquellos cuya estimación patrimonial no sea mayor de cien 

Unidades de Referencia Procesal; y, 

8. los demás que la ley señale” (subrayado y resaltado agregados).  

 

La demanda de desalojo, en el caso concreto por causa de ocupación 

precaria, sí corresponde interponerse ante un Juzgado que atienda procesos 

sumarísimos, similar interpretación ha sido expuesto por Sagástegui (2015) 

en su recurrida obra “Proceso de Desalojo”: 

 

La acción de desalojo se tramita por vía de proceso 

sumarísimo, conforme se desprende de los artículos 546, 

inciso 4 y el artículo 585 del Código Procesal Civil. El referido 

proceso sumarísimo se tramita de este modo: El Juez, al calificar la 

demanda, puede declarar su inadmisibilidad o improcedencia, con 

arreglo a lo dispuesto en los artículos 426 y 427 del Código 

Procesal Civil, respectivamente (subrayado y resaltado 

agregados). (Pág. 33)  

 

De acuerdo a lo expuesto por el precitado autor, corresponde remitirnos al 

artículo 585 del Código Procesal Civil para así verificar cuales son los 

presupuestos que se deben cumplir para que opere y, en su oportunidad, se 

declare fundada la demanda de desalojo, por ello debemos tener en 

consideración que el artículo anteriormente expuesto disciplina lo siguiente: 

 

 

 

 



“Artículo 585.- 

La restitución de un predio se tramita con arreglo a lo 

dispuesto para el proceso sumarísimo y las precisiones 

indicadas en este Subcapítulo. 

Procede a decisión del demandante, el acumular la pretensión de 

pago de arriendo cuando el desalojo se fundamenta en dicha 

causal. Si no opta por la acumulación, el demandante podrá hacer 

efectivo el cobro de los arriendos en el proceso ejecutivo de 

acuerdo a su naturaleza. 

Cuando el demandante opte por la acumulación del pago de 

arriendos al desalojo, queda exceptuado el requisito previsto en el 

inciso 3) del artículo 85 de este Código” (subrayado y resaltado 

agregados). 

 

Asimismo, debemos tener en consideración los artículos pertinentes que 

obran en el Subcapítulo 4° del Capítulo II del Título III del Código Procesal 

Civil, entre ellos debemos analizar el artículo 586 del Código Procesal Civil: 

 

“Artículo 586.- 

Pueden demandar: el propietario, el arrendador, el administrador y 

todo aquel que, salvo lo dispuesto en el Artículo 598, considere 

tener derecho a la restitución de un predio. 

Pueden ser demandados: el arrendatario, el subarrendatario, el 

precario o cualquier otra persona a quien le es exigible la 

restitución”. 

 

Se desprende del artículo 586 del Código Procesal Civil que se encuentra 

facultado para iniciar un proceso de desalojo todo aquel sujeto que cuente 

con derecho a la restitución de su predio y que la pretensión deberá ir dirigida 

contra aquel que está obligado a devolver el mismo predio. 

 

Mediante una mejor interpretación del precitado artículo, la Sala Civil 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, mediante 



Casación N° 2374-2010-Lima de fecha 25 de octubre de 2010, ha señalado 

lo siguiente: 

 

Para amparar una acción de desalojo por ocupación precaria, el 

demandante debe acreditar dos condiciones copulativas; tales son: 

la titularidad sobre el bien cuya desocupación pretende, y que el 

demandado ocupa el mismo sin título, o cuando el que tenía ha 

fenecido. Reiteradas ejecutorias expedidas por esta Sala Suprema 

tienen establecido que, en un proceso sobre desalojo por 

ocupación precaria, el demandante debe acreditar 

fehacientemente su derecho de propiedad con relación al bien 

sub litis y que la parte demandada ejerce una posesión sin 

título que la respalde, o habiéndolo tenido este ha fenecido 

(subrayado y resaltado agregados). 

 

Debemos precisar que en un proceso de desalojo el demandante no está 

pretendiendo el reconocimiento del derecho de propiedad sobre un bien 

inmueble, sino está únicamente exigiendo que se restituya la posesión del 

bien inmueble; así lo ha precisado Sala Civil Permanente de la Corte 

Suprema, mediante la Casación N° 783-2017-Huánuco, de fecha 29 de 

mayo de 2018, sosteniendo lo siguiente: 

 

En el proceso de desalojo por ocupación precaria no se 

discute   el derecho a la propiedad, sino el derecho a la 

restitución de la posesión del inmueble sub litis; por lo cual, el 

demandado debe contar con título suficiente para poseer y de esta 

forma hacerlo oponible al demandante (subrayado y resaltado 

agregados). 

 

Similarmente, Marianella Ledesma, en cuanto a la discusión de derechos en 

un proceso sumarísimo de desalojo por posesión precaria, ha expuesto lo 

siguiente: 

 



El desalojo es una pretensión de orden personal, tendiente a 

recuperar el uso y goce de un bien inmueble que se encuentra 

ocupado por quien carece de título para ello, sea por tener una 

obligación exigible de restituirlo o por revestir el carácter de un 

simple precario. (2010, Pág. 62) 

 

Debido a que no se discute el derecho de propiedad en un proceso de 

desalojo por posesión precaria, la Sala Civil Permanente de la Corte 

Suprema, mediante Casación N° 2879-2010-Lima de fecha 14 de junio de 

2011, sostiene que no solo el propietario está facultado a iniciar un proceso 

de desalojo, sino todo aquel que se encuentre facultado a poseer un predio, 

bajo los siguientes argumentos: 

 

Pueden demandar el desalojo por ocupante precario todo el que 

considere tener derecho a la restitución de un predio, el propietario 

y todo el que tiene derecho a que se le reponga en la posesión, de 

modo que no solo lo puede hacer el propietario, sino también el 

arrendatario, el usuario, el usufructuario, el superficiario y aquel que 

ostenta un derecho de habitación a su favor. 

 

Complementariamente a lo previamente expuesto, los Jueces de la Corte 

Suprema, en conformidad a lo versado en el IV Pleno Casatorio Civil, han 

expuesto han establecido algunos criterios e interpretado los artículos 585 y 

586 del Código Procesal Civil de la siguiente manera: 

 

1. Una persona tendrá la condición de precaria cuando ocupe un 

inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, o cuando 

dicho título no genere ningún efecto de protección para quien lo 

ostente, frente al reclamante, por haberse extinguido el mismo. 2. 

Cuando se hace alusión a la carencia de título o al fenecimiento del 

mismo, no se está refiriendo al documento que haga alusión 

exclusiva al título de propiedad, sino a cualquier acto jurídico que 

le autorice a la parte demandada a ejercer la posesión del bien, 

puesto que el derecho en disputa no será la propiedad sino el 



derecho a poseer. 3. Interpretar el artículo 585 del Código Procesal 

Civil, en el sentido que por restitución del bien se debe entender 

como entrega de la posesión que protege el artículo 911 del Código 

Civil, para garantizar al sujeto a quien corresponde dicho derecho 

a ejercer el pleno disfrute del mismo, independientemente si es que 

el propietario o no. 4. Establecer, conforme al artículo 586 del 

Código Procesal Civil, que el sujeto que goza la legitimación para 

obrar activa no solo puede ser el propietario, sino también, el 

administrador y todo aquel que se considere tener derecho a la 

restitución de un predio. Por otra parte, en lo que atañe a la 

legitimación para obrar pasiva se debe comprender dentro de esa 

situación a todo aquel que ocupa el bien sin acreditar su derecho a 

permanecer en el disfrute de la posesión, porque nunca lo tuvo o el 

que tenía feneció. 

 

Un criterio sumamente importante que no se ha citado en el anterior extracto 

jurisprudencial está establecido en el numeral 2 de la regla 5 de la doctrina 

jurisprudencial vinculante establecida en el IV Pleno Casatorio Civil, que 

consiste en lo siguiente: 

 

5.2. Será caso de título de posesión fenecido, cuando se 

presente el supuesto previsto por el artículo 1704° del Código 

Civil, puesto que con el requerimiento de la devolución del 

inmueble se pone de manifiesto la voluntad del arrendador de 

poner fin al contrato. No constituirá un caso de título fenecido el 

supuesto contemplado por el artículo 1700° del Código Civil, dado 

que el solo vencimiento del contrato de arrendamiento no resuelve 

el contrato, sino que, por imperio de la ley, se sume la continuación 

del mismo hasta que el arrendador le requiera la devolución del 

bien. Dada esta condición, recién se puede asumir que el poseedor 

ha pasado a constituirse en poseedor precario por fenecimiento de 

su título (subrayado y resaltado agregados). 

 



No obstante, un supuesto que no ha quedado muy claro en los criterios del 

IV Pleno Casatorio Civil, pero que sí resulta de suma importancia es el que 

ha expuesto Héctor Lama More (2013) en el siguiente extracto doctrinario: 

 

El demandante en el proceso de desalojo puede ser quien no 

entregó el bien al demandado; no tiene que ser necesariamente 

quién es o fue poseedor mediato; tal es la idea expresada de modo 

reiterado la jurisprudencia nacional en este tema; por lo que hace 

bien el Pleno Casatorio cuando acertadamente interpreta – para 

evitar confusiones literales- el artículo 585 del CPC, en el sentido 

que por “restitución” del bien se debe entender como entrega de la 

posesión que protege el artículo 911 del CC. (Pág. 35) 

 

En mérito a ello, el sujeto activo en la relación jurídica procesal que vincula 

a las partes procesales en el proceso sumarísimo de desalojo ha sido 

determinado como aquel que cuenta con facultad para que se le restituya la 

posesión de algún bien; sin embargo, todo lo expuesto hace referencia a que 

la restitución opera únicamente sobre bienes inmuebles, lo cierto es que 

también puede demandarse el desalojo sobre bienes muebles, conforme lo 

establece el artículo 596 del Código Procesal Civil, en el siguiente texto: 

 

“Artículo 596.- 

Lo dispuesto en este Subcapítulo es aplicable a la pretensión de 

restitución de bienes muebles e inmuebles distintos a los predios, 

en lo que corresponda”. 

 

Ahora bien, el sujeto pasivo de la relación jurídica del proceso de desalojo 

se atribuye a quien está obligado a restituir el bien, en el caso en concreto, 

tenemos como obligado a un aparente poseedor precario, razón por la que 

deberíamos identificarlo. Al respecto, el artículo 911 del Código Civil 

prescribe lo siguiente: 

 

 

 



“Artículo 911.- 

La posesión precaria es la que se ejerce sin título alguno o cuando 

el que se tenía ha fenecido”. 

 

Los Jueces de la Corte Suprema, mediante el IV Pleno Casatorio Civil, sobre 

la conceptualización del poseedor precario, han manifestado lo siguiente: 

 

Por tal motivo, resulta pertinente efectuar una interpretación del 

artículo 911° de nuestro Código Civil, otorgándole un contenido que 

permita establecer por este alto Tribunal, de una manera clara y 

uniforme, la conceptualización de la figura jurídica del precario, que 

priorice la efectividad del derecho a la tutela jurisdiccional. 

Entendiéndose, dentro de una concepción general y básica, que 

cuando dicho artículo en análisis hace alusión a la carencia de título 

o al fenecimiento del mismo, no se está refiriendo al documento 

que haga alusión exclusiva al título de propiedad, sino a cualquier 

acto jurídico o circunstancia que hayan expuesto, tanto la parte 

demandante, como la demandada, en el contenido de los 

fundamentos fácticos tanto de la pretensión, como de su 

contradicción y que le autorice a ejercer el pleno disfrute del 

derecho a la posesión; hechos o actos cuya probanza pueden 

realizarla, a través de cualquiera de los medios probatorios que 

nuestro ordenamiento procesal admite; entendiéndose que el 

derecho en disputa no será la propiedad sino el derecho a poseer. 

 

Tanto la norma jurídica como la jurisprudencia se han pronunciado sobre la 

conceptualización del poseedor precario o del sujeto que incurre en posesión 

precaria; no obstante, la joven doctrina, pero no menos importante, también 

se ha esforzado por conceptualizar al poseedor precario, así se ha sostenido 

lo siguiente: 

 

La posesión precaria es aquella que se ejerce sin título, el poseedor 

precario es un poseedor ilegítimo de mala fe: tanto el usurpador 

que ingresa a un inmueble sin el permiso de nadie (ausencia de 



título) como aquella persona que en algún momento tuvo una razón 

que lo autorizaba a estar en el bien (por ejemplo, un contrato de 

arrendamiento, usufructo, comodato, uso, habitación, etc.) pero 

dicha razón ya desapareció (vencimiento del título). (Pasco, 2017, 

Pág. 22) 

 

Asimismo, doctrina con mayor experiencia también coincide tanto con la 

norma jurídica y la jurisprudencia como con la doctrina joven, de esta manera 

tenemos que el Dr. Héctor Lama More manifiesta lo siguiente: 

 

Estaremos frente al poseedor precario, en los siguientes casos: i) 

quien, con o sin violencia, accede físicamente al bien en forma 

directa, sin autorización de su titular o propietario; ii) quien, por 

cualquier razón, habiendo accedido al bien con anuencia de su 

propietario o titular del derecho o quien haga sus veces, o 

permanecido en él con aquiescencia del titular, no lo entrega al 

primer requerimiento; iii) quien, habiendo tenido posesión legítima 

en virtud de un título válido, este fenece por cualquier causa; iv) 

quien accedió al bien en virtud de un título jurídicamente 

inexistente. Se aprecia de lo expuesto que el poseedor será 

considerado precario incluso en aquellos casos en los que no haya 

recibido el bien de su propietario; elemento clave que distingue, 

entre otros, al actual concepto de precario del que existía en el 

Derecho Romano (2013, Pág. 33). 

 

Finalmente, debemos tener en consideración que “la sentencia de desalojo 

no puede ejecutarse contra el demandado que no haya tenido 

oportunidad de intervenir en el proceso por hallarse afectado de 

irregularidades el acto de notificación” (Ledesma, 2010, Pág. 368). Motivo 

por el cual no toda demanda fundada de desalojo por ocupante precario 

llevará consigo un efecto de lanzamiento, conforme lo estipula el artículo 593 

del Código Procesal Civil. 

 

 



• CUESTIONES PROCESALES 

 

1. SI EL PROCESO DE DESALJO FUE LLEVADO A CABO 

REGULARMENTE 

 

IDENTIFICACIÓN: 

En el presente proceso sumarísimo de desalojo por posesión precaria sobre 

bien inmueble tenemos que el Cuadragésimo Segundo Juzgado 

Especializado en lo Civil de Lima y la Cuarta Sal Civil Superior de Lima han 

resuelto la controversia y mediante sentencia han tomado posición sobre el 

fondo de la controversia. 

 

Al respecto, debemos recordar que el Juzgado notificó la demanda de 

desalojo al supuesto domicilio del demandado, consignado por los 

demandantes; sin embargo, las cédulas fueron devueltas debido a que los 

padres del demandado manifestaron que el demandado, a pesar de ser su 

hijo, no domicilia en el inmueble en cuestión y que a la fecha desconocen de 

su domicilio actual. 

 

Sin perjuicio de ello, el Juzgado procedió a continuar con el proceso de 

desalojo e incluso declaró rebelde al demandado. Este último no se apersonó 

al proceso en ningún momento ni mucho menos figuró su participación en 

alguno de los documentos obrantes en el expediente, salvo para 

comunicaciones a su persona. 

 

ANÁLISIS: 

En un proceso judicial, las partes procesales deben tomar conocimiento de 

las actuaciones procesales para así ejercer el derecho que les corresponda, 

pues, de no tomar conocimiento de las actuaciones procesales, entonces no 

podrán ejercer adecuadamente las atribuciones que el ordenamiento jurídico 

les otorga, por ello la resoluciones judiciales producirán efectos jurídicos 

cuando han sido correctamente notificadas, conforme estipula el artículo 155 

del Código Procesal Civil, que prescribe lo siguiente: 

 



“Artículo 155.- 

El acto de la notificación tiene por objeto poner en conocimiento de 

los interesados el contenido de las resoluciones judiciales. El Juez, 

en decisión motivada, puede ordenar que se notifique a persona 

ajena al proceso. 

Las resoluciones judiciales sólo producen efectos en virtud de 

notificación hecha con arreglo a lo dispuesto en este Código, 

salvo los casos expresamente exceptuados” (subrayado y 

resaltado agregados). 

 

La indebida notificación o la no notificación de las resoluciones judiciales 

generan perjuicio a quien no haya podido tomar debido conocimiento de las 

actuaciones procesales, pues no le permite ejercer el derecho de defensa 

consagrado en el numeral 14 del artículo 139 de la Constitución Política del 

Perú que regula lo siguiente: 

 

“Artículo 139.- 

(…) 

14. El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 

estado del proceso 

(…)”. 

 

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en el Expediente N° 2738-2014-

PHC/TC, mediante Sentencia del 30 de julio de 2015, ha interpretado el 

derecho de defensa y ha señalado lo siguiente: 

 

La defensa de una persona es un elemento también clave de la 

configuración de la tutela procesal efectiva, puesto que un proceso 

no puede considerase como respetuoso de la persona si no se le 

permite la posibilidad de presentar sus argumentos, estrategia y 

elementos de respaldo jurídicos necesario. 

 

La notificación de la demanda, al demandado, debe realizarse en el domicilio 

indicado por la parte demandante; sin embargo, si ello no fuera posible, 



deberá notificarse en el domicilio real del demandado, conforme prescribe el 

artículo 431 del Código Procesal Civil: 

 

“Artículo 431.- 

El emplazamiento del demandado se hará por medio de cédula que 

se le entregará en su domicilio real, si allí se encontrara”. 

 

En caso se hayan agotado los mecanismos de notificación directa, es decir, 

por medio del domicilio consignado por la parte demandante sin haber 

obtenido el domicilio real de la parte demandada, también resulta posible 

notificar por edictos a la parte demandada, conforme establece el artículo 

165 del Código Procesal Civil: 

 

“Artículo 165.- 

La notificación por edictos procederá cuando se trate de 

personas inciertas o cuyo domicilio se ignore. En este último 

caso, la parte debe manifestar bajo juramento o promesa que ha 

agotado las gestiones destinadas a conocer el domicilio de la 

persona a quien se deba notificar. 

 

Si la afirmación se prueba falsa o se acredita que pudo 

conocerla empleando la diligencia normal, se anulará todo lo 

actuado, y el Juez condenará a la parte al pago de una multa no 

menor de cinco ni mayor de cincuenta Unidades de Referencia 

Procesal, que impondrá atendiendo a la naturaleza de la pretensión 

y a la cuantía del proceso”. 

 

  



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

• CUESTIONES MATERIALES 

 

1. SI SE CUMPLIERON LAS CONDICIONES PARA QUE SE DECLARE 

FUNDADA LA DEMANDA DE DESALOJO POR OCUPACIÓN 

PRECARIA 

El proceso materia de análisis es uno de desalojo por posesión precaria, 

motivo por el cual debemos identificar si los demandantes cuentan con 

legitimidad para obrar y título suficiente para exigir, ante la vía judicial, la 

restitución del bien inmueble en cuestión; y, determinar si el demandado 

y/o litisconsortes necesarios no cuentan con título suficiente para 

continuar con la posesión del bien inmueble, es decir, si el demandado 

califica como poseedor precario respecto del inmueble en cuestión. 

 

Los demandantes acreditan tener título posesorio en mérito a ser 

copropietarios, motivo por el cual sí se encuentran facultados para exigir 

la restitución del bien inmueble materia de litis; por otro lado, los 

litisconsortes muestran calificar como arrendatarios del bien inmueble, 

pero habiendo celebrado el mismo con un sector de los copropietarios y 

no con todos. 

 

No obstante, un presupuesto de gran envergadura consiste en verificar si 

los demandantes requirieron o no la restitución del inmueble a los 

litisconsortes, además de habérselo requerido al demandado, pues de lo 

contrario no habrían constituido como poseedor precario a los 

litisconsortes y quizá sí al demandado (la duda en haber constituido como 

precario al demandado se debe a que aparentemente nunca se le notificó 

adecuadamente con la carta notarial, conciliación y menos en el presente 

proceso, punto que detallaremos en el primer problema procesal). 



 

De la revisión del expediente se verifica que los demandantes no 

requirieron la devolución del inmueble a los litisconsortes ni mucho menos 

pretendieron conciliar la controversia con los litisconsortes, motivo por el 

cual no procedería el proceso de desalojo, pues, no cuentan con 

legitimidad para obrar, conforme lo requiere el IV Pleno Casatorio Civil, 

esto es, resulta improcedente la demanda por no haber agotado la vía 

previa de solución; no obstante, tales acciones sí se realizaron al 

demandado, en apariencia. 

 

• CUESTIONES PROCESALES 

 

1. SI EL PROCESO DE DESALJO FUE LLEVADO A CABO 

REGULARMENTE 

En el presente proceso se verifica que el demandado, esto es, la parte 

procesal pasiva principal, no se ha pronunciado en el presente proceso; 

sin embargo, los jueces han advertido ello, sino solo han procedido a 

declararlo rebelde, a pesar que los litisconsortes señalaron que el 

demandado no vive en el domicilio de notificación. 

 

De acuerdo a las prácticas judiciales en la notificación, si la notificación no 

se realiza adecuadamente en el domicilio del demandado consignado por 

los demandantes, entonces los jueces deben requerir a los demandantes 

el domicilio real del demandado, mediante la ficha RENIEC, y únicamente 

así, ante la inacción del demandado, correspondería declararlo rebelde. 

 

Debido a que se ha llevado el proceso sin una debida notificación a la 

parte demandada, se tiene que el proceso ha sido realizado contrario al 

ordenamiento jurídico, pues, ha lesionado el derecho de defensa que tiene 

un rango constitucional al no dar conocimiento del proceso al demandado 

y, en consecuencia, debió declararse nulo todo lo actuado. 

 

 



B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 

SENTENCIA EMITIDA POR EL CUADRAGÉSIMO SEGUNDO 

JUZGADO ESPECIALIZADO EN LO CIVIL DE LIMA 

El Juzgado declaró fundada la demanda de desalojo por ocupante 

precario interpuesto por los demandantes contra el demandado e 

incorporándose a los litisconsortes necesarios del demandado, debido a 

que verificó la calidad de copropietarios de los demandantes y la calidad 

de precarios del demandado y litisconsortes. 

 

No obstante, el Juzgado no reparó en observar si el proceso de desalojo 

se había iniciado correctamente, esto es, si se habría notificado 

adecuadamente al demandado, notificación que no se realizó 

correctamente, pues, en el domicilio de notificación únicamente se 

encontraban los litisconsortes, mas no el demandado. 

 

A pesar de la indebida notificación el juzgado declaró rebelde al 

demandado y continuó con el desarrollo del proceso e incluso sentenció 

sin advertir la indebida notificación al demandado; además, no advirtió que 

los demandantes no habían culminado las etapas previas de solución de 

conflictos con los litisconsortes y sentenció con tales errores procesales 

que lesionan el ordenamiento jurídico. 

 

Asimismo, se advierte, en la parte considerativa de la sentencia, que el 

juzgado no se remitió a analizar adecuadamente los medios probatorios, 

pues, no se pronunció sobre el poder de representación adjunto, sino 

realizó un análisis bastante ligero, situación que motivó la interposición del 

recurso de apelación. 

 

 

 



SENTENCIA EMITIDA POR LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN 

LO CIVIL DE LIMA 

La Sala Civil resolvió la controversia de desalojo por ocupación precaria 

declarando infundada la demanda interpuesta por los demandantes contra 

el demandado y en participación de los litisconsortes necesarios pasivos, 

debido a que el sucesor de los principales titulares registrales celebró un 

contrato de arrendamiento con los litisconsortes, justificando 

suficientemente el título para poseer y así no ser desalojados. 

 

No obstante, la Sala no advirtió la totalidad de los errores cometidos en el 

juzgado al momento de resolver y continuó con la resolución del proceso 

en error, a pesar de haber tenido la oportunidad de rectificar los errores 

procesales declarándolos nulos y que reinicie el proceso por la indebida 

notificación y la falta de legitimidad para obrar de los demandantes. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, la Sala Civil tampoco se 

pronunció sobre todos los medios probatorios adjuntos para resolver la 

presente causa, pues, omitió pronunciarse sobre la renovación de 

contrato de arrendamiento. 

 

Ahora bien, tanto el Juzgado como la Sala pudieron haber advertido una 

posible nulidad en los contratos de arrendamiento que supuestamente 

legitiman la posesión de los litisconsortes. Habiendo así determinado si 

los contratos eran nulos o no, claro está que ello se podrá realizar siempre 

y cuando la nulidad sea manifiesta, conforme lo disciplina el artículo 220 

del Código Civil. 

 

Posiblemente no haya sido evidente la nulidad de los contratos de 

arrendamiento, pues, para ese entonces todavía no existía un 

pronunciamiento uniforme de lo que hoy en día es el IV Pleno Casatorio 

Civil. 

  



IV. CONCLUSIONES 

 

• El proceso de desalojo es un proceso sumarísimo, lo cual implica que 

sea un proceso plenario rápido en el cual las actuaciones procesales 

serán más inmediatas; sin embargo, ello no significa que se resolverán 

sin tener en consideración el suficiente conocimiento fáctico del conflicto. 

• Los demandantes acreditaron haber tenido título para poseer y exigir la 

restitución del bien inmueble materia de litis en mérito a su calidad de 

copropietarios del referido inmueble. 

• No se notificó adecuadamente al demandado, pues, al notificar la 

demanda en el domicilio consignado por los demandantes, la notificación 

fue devuelta por personas que señalaron que el demandado no habitan 

en el referido domicilio. 

• Se debió aplicar algún mecanismo adicional de notificación para que el 

demandado pueda tomar conocimiento del proceso, ello debió haberse 

realizado a través del domicilio real o mediante notificación por edictos 

por la página web del poder judicial. 

• Se verifica que los demandantes cursaron carta notarial e invitaron a 

conciliar al demandado; sin embargo, no se tiene certeza de haberse 

comunicado fehacientemente al demandado la carta notarial o la 

conciliación, pues, incluso en el presente proceso se advierte que no se 

ha notificado adecuadamente al demandado. 

• Los litisconsortes necesarios pasivos se pronunciaron en el presente 

proceso contestando la demanda; sin embargo, contra ellos no se 

practicó el requerimiento de restitución del inmueble ni se planteó la 

posibilidad de solucionar previamente el conflicto suscitado. 

• No me encuentro de acuerdo con la sentencia de primera instancia 

debido a que omitió el adecuado análisis de los medios probatorios y sus 

actuares anteriores vulneraron el derecho de defensa. 

• No me encuentro de acuerdo con la sentencia de segunda instancia 

debido a que a pesar de tener la oportunidad para reparar el error 

cometido por el A Quo únicamente se pronunció sobre el fondo del 

asunto. 
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